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TRASLADO RECURSO DE REPOSICION 

Art. 110-319 C.G.P y 242 CPACA 

 
 

DEL ANTERIOR RECURSO DE REPOSICIÓN PRESENTADO POR EL APODERADO 

DE LA PARTE DEMANDANTE, EL VEINTISIETE (27) DE FEBRERO DE 2023, CONTRA 

EL AUTO INTERLOCUTORIO No. 028/2023 FECHADO VEINTIUNO (21) DE 

FEBRERO DE 2023, MEDIANTE EL CUAL SE NIEGA MEDIDA CAUTELAR, SE CORRE 

TRASLADO POR EL TÉRMINO LEGAL DE TRES (3) DÍAS HÁBILES, DE 

CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 242 DEL CPACA, EN 

CONCORDANCIA CON LOS ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 319 Y 110 DEL 

CGP (ART 110 C.G.P.), HOY DIECISEIS (16) DE MAYO DE DOS MIL VEINTITRES 

(2023), A LAS 8:00 DE LA MAÑANA. 

 

EMPIEZA EL TRASLADO: DIECISIETE (17) DE MAYO DE 2023,   

A LAS 8:00 A.M. 
 

 
 

 

VENCE EL TRASLADO: DIEICINUEVE (19) DE MAYO DE 2023,  

A LAS 5:00 P.M. 
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RV: RECURSO DE REPOSICIÓN SUBSIDIO APELACION – CONTRA EL AUTO QUE NIEGA
LA MEDIDA CAUTELAR 13001233300020220018500

Secretaria Tribunal Administrativo - Seccional Cartagena
<stadcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Lun 27/02/2023 1:14 PM

Para: Notificaciones Despacho 02 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena
<desta02bol@notificacionesrj.gov.co>

De: Alejandro Zola <juridico@geojuris.com>
Enviado: lunes, 27 de febrero de 2023 11:57 a. m.
Para: Secretaria Tribunal Administra�vo - Seccional Cartagena <stadcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Despacho 02 Tribunal Administra�vo - Bolivar - Cartagena <des02tabolivar@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN SUBSIDIO APELACION – CONTRA EL AUTO QUE NIEGA LA MEDIDA CAUTELAR
13001233300020220018500
 

16 de Febrero de 2023
Honorable magistrado,
LUIS MIGUEL VILLALOBOS ALVAREZ
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR.
stadcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co,
des02tabolivar@cendoj.ramajudicial.gov.co
E.                                  S.                                  
        D.

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo,

ASUNTO:  RECURSO DE REPOSICIÓN – CONTRA EL AUTO QUE NIEGA LA MEDIDA
CAUTELAR

RADICADO: 13001233300020220018500

DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA
DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número
16.932.489 de Cali, abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P
N° 178.681 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi
condición de apoderado especial de la parte Demandante, respetuosamente
me dirijo a su señoría con el fin de Interponer recurso de reposición y
en subsidio el de apelación, en contra del AUTO INTERLOCUTORIO No.
028/2023, que niega la medida cautelar deprecada, teniendo en cuenta los
  motivos de inconformidad y fundamentos de derecho, contenidos en los
documentos adjuntos. (14 Y 75 FOLIOS PDF UTILES)
-----------------------------------------------------



ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO
E-mail: juridico@geojuris.com, alejandrozola@hotmail.com
Cel: 3106639462



16 de Febrero de 2023  

Honorable magistrado,   

LUIS MIGUEL VILLALOBOS ALVAREZ  

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR.  

stadcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, des02tabolivar@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E.                                  S.                                          D.   

  

Respetado Doctor, reciba un cordial saludo,   

   

ASUNTO:  RECURSO DE REPOSICIÓN – CONTRA EL AUTO QUE NIEGA LA MEDIDA 

CAUTELAR    

  

RADICADO: 13001233300020220018500    

  

DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA  

DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA   

  

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, 

abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P N° 178.681 del Consejo Superior de la 

Judicatura, obrando en mi condición de apoderado especial de la parte Demandante, 

respetuosamente me dirijo a su señoría con el fin de Interponer recurso de reposición y en 

subsidio el de apelación, en contra del AUTO INTERLOCUTORIO No. 028/2023, que niega la 

medida cautelar deprecada, teniendo en cuenta los siguientes motivos de inconformidad y 

fundamentos de derecho:  

 

 

MOTIVOS DE INCONFORMIDAD 

 

Respetuosamente debo iniciar citando las consideraciones del Honorable despacho en la 

providencia recurrida, en donde se sostiene la ausencia de una amenaza en atención a la 

inexistencia o presunción de un proceso de cobro coactivo: 

 

 
Debo en este punto, alegar que el suscrito profesional no tramitó su demanda en el terreno de las 

presunciones, el proceso de cobro coactivo por parte de la  ANM en contra del señor JORGE 

EUGENIO CORREA HENAO, existe, es una realidad y se evidencio desde el momento en que 

se embargaron sus bienes, lo cual se puso de presente en la presentación de la demanda, y obra 
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en el expediente en el cuaderno denominado “04 Anexo Demanda” (del expediente compartido al 

suscrito en el mes de noviembre de 2022) a folios PDF   68,60 Y 61,  donde se aporta el Auto que 

ordena el Embargo de cuentas Bancarias a Nombre de mi mandante, con los que además se 

soporta la Medida Cautelar solicitada en fecha 09 de noviembre de 2021 al Juzgado 12 

Administrativo de Cartagena, la cual no había sido glosada al expediente una vez su señoría 

avoco el conocimiento del caso, por ello en fecha 02 de Agosto de 2022, se remitió oficio al 

despacho de su señoría solicitando la aplicación de la medida cautelar, y se anexo nuevamente 

junto con los oficios de embargo.  

 

Así mismo el 27 de septiembre de 2022, se reiteró la solicitud de la  medida cautelar a través de 

memorial en donde además se informa al despacho que el día 27 de Septiembre de 2022, se 

notificó al señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, la resolución 125 de septiembre de 2022, 

a través de la cual se niegan las excepciones frente al mandamiento de pago, y se anexa la misma 

mediante la cual se  le da continuidad al proceso de cobro coactivo y se ordena el Remate de los 

bienes inmuebles en su numeral Quinto. 

 

En atención a lo anterior, no está planteando el suscrito profesional una posible amenaza por la 

la apertura de un proceso de cobro coactivo, no es una presunción como se califica en el auto 

que niega la medida, el proceso de cobro coactivo existe, es un hecho, y es lo que le ha generado 

perjuicios irremediables al señor  JORGE EUGENIO CORREA HEANO,  en consecuencia la 

necesidad del decreto de la medida cautelar es imperativo por que además se satisfacen los 

requisitos enunciados en el articulo 231 del  CPACA,  específicamente las enunciadas en  los 

siguientes numerales: 

 

“(…)3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación 

de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida 

cautelar que concederla.  

   

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones:  

   

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o  

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos 

de la sentencia serían nugatorios.” 

 

 

Al respecto el Consejo de Estado, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN 

CUARTA, Consejero ponente: MILTON CHAVES GARCÍA, Radicación número: 11001-03-

27-000-2017-00026-00(23198), estableció lo siguiente: 

 

“MEDIDAS CAUTELARES – Finalidad / MEDIDA CAUTELAR DE SUSPENSIÓN 

PROVISIONAL DE LOS EFECTOS DE ACTO ADMINISTRATIVO – Presupuestos 

y objeto.  

El artículo 238 de la Constitución Política dispone que la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo puede suspender provisionalmente los efectos de 

cualquier acto administrativo susceptible de ser impugnado por vía judicial, por los 



motivos y por los requisitos que establece la ley. En concordancia con la norma 

constitucional citada, el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 establece que el juez o 

magistrado ponente, a petición de parte, debidamente sustentada, puede decretar 

no solamente la suspensión provisional de los efectos de los actos administrativos, 

sino las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, 

provisionalmente el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. Entre las 

medidas cautelares que pueden ser decretadas por el juez o el magistrado ponente, 

el artículo 230 de la Ley 1437 de 2011 prevé la suspensión provisional de los efectos 

del acto administrativo demandado. (…)” 

 

Con claridad de lo anterior, es decir que existe el proceso de cobro coactivo, que embargó cuentas 

bancarias y ordeno el remate de los bienes, esta última situación como un hecho sobreviniente 

con posterioridad a la presentación de la demanda, que se puso en conocimiento en las 

solicitudes de estudio de las medidas cautelares. Debo presentar entonces un escenario 

hipotético, en el que el medio de control deprecado, carecería de objeto si el proceso de cobro 

coactivo sigue su curso, ya que su finalidad es la extinción del derecho de domino en cabeza de 

JORGE EUGENIO CORREA HENAO, para satisfacer una acreencia que es injusta y que no tiene 

soporte jurídico.  

 

Por otra parte,  respetuosamente difiero de la decisión tomada por su señoría y de la 

consideración respecto de que no se advierta en el trámite de esta demanda, el concepto de 

violación de la norma o fundamento jurídico suficiente, que es claro en el cuerpo de esta, si bien 

es cierto se establece en los hechos, que existió una nula o indebida notificación del acto 

administrativo, que impidió la defensa y el acceso a la administración de justicia de mi 

representado para defender sus derechos, también lo es, que No es el argumento principal  de la 

demanda para atacar el acto administrativo, es claro que no solo se vulnero el debido proceso, si 

no que existió una falsa motivación del acto administrativo, que es el eje central de la demanda, 

se estableció que la causal por la cual se soportó la caducidad del contrato de concesión minera, 

no fue  la invocada por la ANM, establecida en el literal C del Articulo 112,  de la ley 685 de 2001. 

 

 
 

Sin embargo, la ANM, de manera arbitraria y apartándose de lo factico, de lo que realmente 

ocurrió, decidió dar por terminado el contrato de concesión minera contra  JORGE EUGENIO 

CORREA HENAO, por el supuesto incumplimiento de pagos que no debían realizarse, porque 

nunca existió ejecución u explotación, ni siquiera exploración, por ello es impreciso y carece de 

veracidad la motivación del acto administrativo que declaro la caducidad, toda vez que se 

amparan en la causal establecida en los literales D y F: 

 

 



Lo que primero ocurrió fue la falta de ejecución, de exploración y explotación, nunca se desarrollo 

el objeto de la concesión, por ello existe un yerro en la aplicación de la norma, por esta omisión 

que claramente tenia como objetivo hacer recaudos injustificados a través de un proceso de cobro 

coactivo ilegal y mal soportado jurídicamente, por ello se cumple con los presupuestos 

establecidos en los numerales 1 y 2 del artículo 231 del CPACA, complementando así de manera 

suficiente la necesidad de la medida cautelar para evitar un perjuicio irremediable consistente en 

el despojo administrativo de derechos reales.  

 

Finalmente le manifesté al despacho, aportando las respectiva las pruebas, que el auto mediante 

el cual la oficina de cobro coactivo de la ANM, negó mis pretensiones frente al mandamiento de 

pago, esta por fuera de toda consideración jurídica, toda vez que pese a haber presentado la 

excepción denominada: “presentación de medio de control con fines de restablecimiento”, fue 

negada, aduciendo que debía presentarse en cede administrativa.  

 

PRUEBAS:  

 

Adjunto nuevamente para mayo facilidad del estudio de esta medida, las pruebas que obran en 

el expediente consistentes en:  

 

− Auto que ordena el remate de los bienes. 

− Auto de mandamiento de pago.  

− Cuaderno 04 anexo Demanda”  

 

Así mismo solicito con el acostumbrado respeto a su señoría, se verifiquen todas las pruebas 

aportadas, toda vez que existe la posibilidad de que el expediente no haya sido remitido en su 

totalidad por el despacho de la ciudad de Cali, donde inicio el proceso ( y tuvo más de un año de 

mora)  o el juzgado 12 administrativo de Cartagena, por lo que es posible que no se tenga toda 

la trazabilidad de las pruebas que obran en el  proceso.  

 

PRETENSIÓN 

 

1. Que se revoque el auto INTERLOCUTORIO No. 028/2023, que niega la medida cautelar 

deprecada impugnado a través de este escrito y en su lugar se suspendan los efectos del 

acto administrativo que declaro la caducidad del contrato de concesión minera.  

 

2. Así mismo de manera subsidiaria en caso de no acceder a la pretensión principal anterior 

de revocatoria mediante el recurso de reposición, se le dé el trámite de apelación, y se 

remita al superior jerárquico, para su conocimiento y fines pertinentes.  

 

Del Honorable Magistrado con toda atención,  

  

  

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO  

C.C N° 16.932.489 de Cali  

T.P N° 178.681 del C.S.J  

Email registrado en el C.S.J: juridico@geojuris.com, alejandrozola@hotmail.com  
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OFICINA ASESORA JURÍDICA 
GRUPO DE COBRO COACTIVO 

RESOLUCION No. 125 DEL 8 DE SEPTIEMBRE DE 2022 

“Por la cual se resuelven las excepciones presentadas al mandamiento de pago librado mediante Auto No. 597 del 16 de 
octubre de 2020, dentro del proceso de cobro coactivo 135-2020, adelantado contra el señor JORGE EUGENIO CORREA 

HENAO identificado con CC. 10.247.030, por las obligaciones económicas derivadas del título minero JB5-11101 y se 
toman otras determinaciones” 

 
 

LA COORDINADORA DEL GRUPO DE COBRO COACTIVO DE LA OFICINA ASESORA JURÍDICA DE LA AGENCIA 
NACIONAL DE MINERÍA – ANM  en uso de las facultades legales y reglamentarias, en especial las conferidas por la 
Ley 6 de 1992, la Ley 1066 de 2006, el Decreto Reglamentario No. 4473 del 15 de diciembre de 2006, el Decreto Ley 
4134 del 03 de noviembre de 2011,  la Resolución Interna 206 del 22 de marzo de 2013,  No. 423 de 09 de agosto de 
2018, y No. 223 del 13 de mayo de 2022, de conformidad con lo previsto en el artículo 823 y 824 del Estatuto Tributario, 
previas las siguientes: 

 
CONSIDERACIONES 

 
1) Mediante Decreto 4134 del 03 de noviembre de 2011 se creó la Agencia Nacional de Minería, cuyo objeto es 

administrar los recursos minerales de propiedad del Estado, promover el aprovechamiento óptimo y sostenible de 
los recursos mineros de conformidad con las normas pertinentes y en coordinación con las autoridades 
ambientales y como funciones entre otras la de conceder derechos para su exploración y explotación; celebrar 
contratos de concesión, así como dirigir y coordinar las actividades relacionadas con el proceso de jurisdicción 
coactiva y efectuar el cobro a través de este proceso de los créditos a favor de la Agencia Nacional de Minería, 
ANM. 
 

2) Que ante esta dependencia, mediante memorando 20199110322943 del 08 de febrero de 2019, recibido el 15 de 
febrero de 2019, el Punto de Atención Regional Cartagena allegó la Resolución No. VSC 00545 del 22 de mayo de 
2018 “POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA LA CADUCIDAD DEL CONTRATO DE CONCESION No. JB5-
11101 Y SE TOMAN OTRAS DETERMINACIONES” En dicho acto administrativo se declaró que el señor JORGE 
EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030 adeuda a la agencia Nacional de Minería las 
siguientes sumas de dinero: 

 
- La suma de QUINIENTOS TREINTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS OCHENTA Y SEIS PESOS 

M/CTE ($537.4876) más los intereses que se causen desde que las obligaciones se hicieron exigibles 
hasta el día de su pago efectivo, por concepto de PRIMERA ANUALIDAD DE LA ETAPA DE 
EXPLORACION.  

 
- La suma de DIECIOCHO MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL CUATROCIENTOS 

NOVENTA PESOS CON SETENTA Y CUATRO CENTAVOS M/CTE ($18.386.490.74) más los intereses 
que se causen desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, por 
concepto de SEGUNDA ANUALIDAD DE LA ETAPA DE EXPLORACION.  

 
- La suma de DIECINUEVE MILLONES CINCUENTA Y SEIS MIL CIENTO CINCUENTA PESOS CON 

DIECISIETE CENTAVOS M/CTE ($19.056.150.17) más los intereses que se causen desde que las 
obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, por concepto de TERCERA 
ANUALIDAD DE LA ETAPA DE EXPLORACION.  

 
- La suma de DIECINUEVE MILLONES OCHOCIENTOS DIECIOCHO MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y 

SEIS PESOS CON DIECISIETE CENTAVOS M/CTE ($19.818.396.17) más los intereses que se causen 
desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, por concepto de 
PRIMERA ANUALIDAD DE CONSTRUCCION Y MONTAJE.  

 
- La suma de DIECINUEVE MILLONES OCHOCIENTOS DIECIOCHO MIL TRESCIENTOS NOVENTA Y 

SEIS PESOS CON DIECISIETE CENTAVOS M/CTE ($20.969.165.63) más los intereses que se causen 
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desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, por concepto de 
SEGUNDA ANUALIDAD DE LA ETAPA DE CONSTRUCCION Y MONTAJE.  

 
- La suma de VEINTIUN MILLONES OCHOCIENTOS DOCE MIL OCHOCIENTOS DIECISEIS PESOS 

CON CINCUENTA Y CINCO CENTAVOS M/CTE ($21.812.816.55) más los intereses que se causen 
desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, por concepto de 
TERCERA ANUALIDAD DE LA ETAPA DE CONSTRUCCION Y MONTAJE.  

 
3) Que la Resolución No. VSC 00545 del 22 de mayo de 2018 “POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA LA 

CADUCIDAD DEL CONTRATO DE CONCESION No. JB5-11101 Y SE TOMAN OTRAS DETERMINACIONES”, 
presta mérito ejecutivo para su cobro por jurisdicción coactiva, como quiera se encuentra debidamente ejecutoriada 
al haberse ejercido la actuación administrativa relativa a los recursos previstos en la ley, conforme a los soportes 
obrantes en el expediente de cobro consistentes en recursos, notificaciones y constancias de ejecutoria para el acto 
administrativo. 

 
4) En virtud de lo anterior, mediante Auto No. 385 del 06 de junio de 2019, se avocó conocimiento de las diligencias de 

cobro en contra del señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030, y a favor de la 
Agencia Nacional de Minería.  

 
5) Que mediante Auto No. 386 del 06 de junio de 2019, se ordenó el embargo de unos productos bancarios cuyo titular 

es el señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030. 
 
6) Que mediante Auto No. 385 del 06 de junio de 2019, la AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA – ANM se ordenó el 

embargo de cuentas bancarias de titularidad del señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO. 
 

7) Que mediante Auto 570 del 26 de julio de 2019 se ordenó embargo de bienes inmuebles y cuentas bancarias  de 
propiedad del señor  JORGE EUGENIO CORREA HERNÁNDEZ. 
 

8) Que mediante Auto 597 del 16 de octubre de 2020 se libró mandamiento de pago contra el señor JORGE 
EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030 dentro del proceso de cobro coactivo No. 135-2020, 
por valor de CIEN MILLONES QUINIENTOS OCHENTA MIL QUINIENTOS CINCO PESOS M/CTE ($ 100.580.505) 
más los intereses que se causen desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta el día de su pago efectivo, 
de conformidad al artículo 826 del Estatuto Tributario. 

 
9) Que el mencionado Auto de mandamiento de pago fue notificado electrónicamente el día 11 de agosto de 2022 al 

señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, previa solicitud del mismo.  
 
10) Que mediante correo electrónico del 16 de agosto de 2022, el abogado ALEJANDRO ZOLÁ SOLANO identificado 

con C. C.  10247030 T. P. 178681 del C. S. J., en su calidad de apoderado del señor JORGE EUGENIO CORREA 
HENAO, presentó escrito de excepciones contra el Auto No. 597 del 16 de octubre de 2020, por medio del cual se 
libró mandamiento de pago. 

 
OPORTUNIDAD Y TRÁMITE DE LAS EXCEPCIONES 

 
Teniendo en cuenta que el mandamiento de pago fue notificado electrónicamente, conforme a lo establecido en el artículo 
826 del Estatuto Tributario; el ejecutado, a partir del día once (11) de agosto de 2022, contaba con quince (15) días 
hábiles siguientes para proponer excepciones, los cuales vencían el día dos (2) de septiembre de 2022, este despacho 
procede a estudiar las excepciones propuestas, como quiera que fueron presentadas el dieciséis (16) de agosto de 2022, 
encontrándose dentro del término legal para hacerlo, conforme a lo establecido en el Estatuto Tributario.  
 
 

CONSIDERACIONES DEL DESPACHO 
 
 

Que en razón a su naturaleza y objeto, corresponde a la AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA – ANM como Autoridad 
Minera Nacional adelantar los Procesos Administrativos de Cobro Coactivo por la cartera que tenga a su favor, de las 
obligaciones económicas derivadas de títulos mineros caducados o terminados por entidades que con antelación a su 
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creación fungían como autoridad minera y de los que inicie a partir de la misma, de acuerdo a la potestad otorgada en la 
Ley 1066 de 2006 y al procedimiento establecido en el Título VIII del Estatuto Tributario. 
 
Que el artículo 831 del Estatuto Tributario regula taxativamente las excepciones que se pueden presentar dentro de los 
procesos de cobro por jurisdicción coactiva de la siguiente manera: 
 
1. El pago efectivo. 
2. La existencia de acuerdo de pago. 
3. La de falta de ejecutoria del título. 
4. La pérdida de ejecutoria del título por revocación o suspensión provisional del acto administrativo, hecha por 

autoridad competente. 
5. La interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de revisión de impuestos ante la 

jurisdicción de lo contencioso – administrativo. 
6. La prescripción de la acción de cobro. 
7. La falta de título ejecutivo o incompetencia del funcionario que lo profirió. 
 
Es preciso aclarar que los hechos suscitados con antelación a la ejecutoria de los actos administrativos en virtud 
del cual se libró el mandamiento de pago, que no hayan sido alegados durante la vía gubernativa o ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo, no serán objeto de estudio para resolver las excepciones presentadas. 
 
Dicha situación se encuentra prevista en el inciso 1° del artículo 829-1 del Estatuto Tributario que delimita el objeto del 
proceso de cobro excluyendo expresamente del marco del proceso de cobro coactivo, los planteamientos relativos a la 
legalidad de los actos que constituyen la base del cobro, lo que a la letra se transcribe así:  
 

“Art. 829-1. En el procedimiento administrativo de cobro, no podrán debatirse cuestiones que debieron ser objeto 
de discusión en la vía gubernativa (…)”  
 

En virtud de lo anterior, este Despacho procederá a estudiar las dos (2) excepciones presentadas por el abogado 
ALEJANDRO ZOLÁ SOLANO, que fueron propuestas en los siguientes términos: 
 
 
I. EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO O DE 

PROCESO DE REVISIÓN DE IMPUESTOS, ANTE LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO.  
 
La motivación, entre otros elementos del acto administrativo, fueron controvertidos a 
través del medio de control con fines de Restablecimiento del Derecho, del cual hoy tiene 
conocimiento el Honorable Tribunal Administrativo de Bolívar, el cual decidió admitir la 
demanda, con fines de restablecimiento mediante el auto interlocutorio 137 de julio 27 de 
2022, bajo el radicado 13-001-23-33-000-2022-00185-00. Por lo que, no sería posible 
continuar con el ejercicio de la acción de cobro, según lo establece el literal G, del 
numeral 3.2.1 del Capítulo lll de la Resolución 423 de agosto de 2018 mediante la cual se 
adopta el reglamento de cobro coactivo de la ANM, además de los establecido en el 
artículo 831 del Estatuto tributario en su numeral 5, como prueba idónea en los términos 
del Capitulo lX de la resolución 423 de agosto de 2018, se aporta para el tramite de este 
recurso, la providencia referida: El auto interlocutorio 137 de julio 27 de 2022, del Tribunal 
Administrativo de Bolívar bajo el radicado 13-001-23-33-000-2022-00185-00.  

 
 
Excepción de interposición de demandas de restablecimiento del derecho o de proceso de revisión de 
impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 
 
Frente a la excepción propuesta, resulta necesario precisar que si bien el artículo 831 del Estatuto Tributario en su 
numeral 5°, establece como una de las excepciones contra el mandamiento de pago “La interposición de demandas de 
restablecimiento del derecho o de proceso de revisión de impuestos, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo” 
y que el artículo 833 del mismo Estatuto, establece que, cuando se encuentren probadas las excepciones propuestas, 
procede la terminación del proceso, de acuerdo al desarrollo jurisprudencial realizado por el Consejo de Estado, para los 
actos administrativos cuya conformación se realice de acuerdo a las disposiciones de la Ley 1437 de 2011, es este 
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esquema normativo el que constituye el punto de partida del procedimiento de cobro coactivo y, solo en lo que no le 
resulte contradictorio, se aplican las disposiciones normativas del Estatuto Tributario. Esto en atención a la remisión 
normativa establecida en el numeral 2.º del artículo 100 de la mencionada norma. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado1 ha señalado:  

 
“(…) en los casos en los cuales se adelanta el cobro de una deuda constituida con fundamento en 
regímenes normativos distintos al ET, pero aplicando las reglas del procedimiento administrativo de 
cobro establecidas en ese estatuto (como ocurre en el caso aquí enjuiciado), la «ejecutoria» del acto 
administrativo que determinó la deuda se rija por lo preceptuado en el artículo 89 del CPACA y no por lo 
establecido en el artículo 829 del ET. Queda entonces establecido que para esta Sala, cuando el 
procedimiento para adelantar el cobro coactivo se determine en aplicación de la regla prevista en el 
numeral 2.º del artículo 100 del CPACA, el carácter ejecutorio del acto administrativo que determina la 
obligación por recaudar depende de las previsiones del artículo 89 del CPACA y no de las particulares 
reglas que sobre esta materia consagra el artículo 829 del ET. 
 
2.4-Señaladamente, el artículo 89 del CPACA determina que el carácter ejecutorio de los actos 
administrativos depende de que los mismos hayan adquirido firmeza, en los términos del artículo 87 
ibidem. A su vez, este dispone que los actos administrativos quedan en firme, entre otros supuestos, 
desde el día siguiente al de su notificación, si contra ellos no procede ningún recurso, o desde el día 
siguiente a la notificación de la decisión de los recursos interpuestos.  Una vez adquirido  el atributo de 
firmeza  y, consecuentemente, el de ejecutoria, el acto expedido resulta obligatorio en 
observancia del procedimiento administrativo general, condición que se mantiene, a menos de 
que sea anulado por esta jurisdicción o que se configure en el caso alguna de las causales de 
pérdida de ejecutoriedad indicadas taxativamente en el artículo 91 del CPACA.2 
 
Así pues, a diferencia de lo que sucede con el artículo 829 del ET —que supedita la ejecutoria de los 
actos administrativos de contenido tributario a la decisión definitiva de las acciones de nulidad y 
restablecimiento del derecho—, las normas descritas permiten evidenciar que, en el contexto del 
CPACA, el ejercicio del medio de control judicial de los actos de carácter no tributario no afecta la firmeza 
ni el carácter ejecutorio de los mismos.” 
 

En concordancia con lo anterior, también establece: 
 
“Si bien las excepciones reguladas en el artículo 831 del ET hacen parte de las normas de cobro a las 
que remite el CPACA, su prosperidad dentro de una actuación de cobro contra actos administrativos no 
conformados de acuerdo con el ET no puede generar la misma consecuencia prevista para asuntos de 
tipo fiscal, pues la codificación administrativa regula suficientemente el iter de formación de las 
actuaciones administrativas. En ese entendido y por las razones arriba comentadas, la ejecución del 
título ejecutivo debe seguirse de acuerdo a las reglas de procedimiento para el cobro coactivo 
contempladas en el ET, sin que ello implique variar las previsiones del CPACA frente a la firmeza y al 
carácter ejecutorio de los actos administrativos, ni los efectos que este código previó en el artículo 101 
para la admisión de demanda en contra del título ejecutivo. Así, porque la remisión que se hace al ET es 
un aspecto procedimental de cobro (ejecución) que no tiene el potencial ni la vocación de afectar las 
regulaciones sobre la fuerza de ejecutoria de los actos de la autoridad. 
  
Cualquiera tesis contraria supondría desconocer que el procedimiento del cobro coactivo solo tiene lugar 
una vez finalizado el trámite de formación del acto administrativo contentivo de la obligación crediticia y 
que el carácter ejecutorio del acto, por ser un aspecto relativo a su formación, se rige por las normas con 
base en las cuales se inició, se tramitó y se puso fin a la actuación administrativa que determinó la 
obligación a favor de la Administración, que señaladamente vienen a ser, para el caso de la demandada, 
las normas de procedimiento administrativo generales contenidas en la Parte Primera, Título III, del 
CPACA.3” 

 
1 Sentencia del 25 de febrero de 2021. Consejo de Estado. Sección Cuarta. Exp.24730. C.P. Julio Roberto Piza Rodríguez 

 
2 Subrayado y negrilla fuera de texto original 
3 Sentencia del 25 de febrero de 2021. Consejo de Estado. Sección Cuarta. Exp.24730. C.P. Julio Roberto Piza Rodríguez 
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Así las cosas, teniendo en cuenta que la Resolución que constituye el título ejecutivo por el que se adelante el proceso 
de cobro coactivo No. 135 de 2020, fue proferida conforme a las disposiciones contenidas en la Ley 1437 de 2011, frente 
a la interposición de una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, se debe tener en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 101 de este compendio normativo, que establece: 

 
ARTÍCULO 101. CONTROL JURISDICCIONAL. Sólo serán demandables ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, en los términos de la Parte Segunda de este Código, los actos 
administrativos que deciden las excepciones a favor del deudor, los que ordenan llevar adelante la 
ejecución y los que liquiden el crédito. 
 
La admisión de la demanda contra los anteriores actos o contra el que constituye el título 
ejecutivo no suspende el procedimiento de cobro coactivo4. Únicamente habrá lugar a la 
suspensión del procedimiento administrativo de cobro coactivo: 
 
1. Cuando el acto administrativo que constituye el título ejecutivo haya sido suspendido provisionalmente 
por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo; y 
 
2. A solicitud del ejecutado, cuando proferido el acto que decida las excepciones o el que ordene seguir 
adelante la ejecución, según el caso, esté pendiente el resultado de un proceso contencioso 
administrativo de nulidad contra el título ejecutivo, salvo lo dispuesto en leyes especiales. Esta 
suspensión no dará lugar al levantamiento de medidas cautelares, ni impide el decreto y práctica de 
medidas cautelares. 
 
PARÁGRAFO. Los procesos judiciales contra los actos administrativos proferidos en el procedimiento 
administrativo de cobro coactivo tendrán prelación, sin perjuicio de la que corresponda, según la 
Constitución Política y otras leyes para otros procesos. 
 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, si bien, durante el trámite de las excepciones propuestas, fue posible acreditar la 
existencia de una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, en contra de la Resolución que constituye el título ejecutivo del proceso No. 135-2020, la excepción 
propuesta no es procedente, pues, en palabras del Consejo de Estado5 esta se encuentra encaminada a “desvirtuar el 
carácter ejecutivo de un acto administrativo regido por el CPACA con base en las normas sobre ejecutoria establecidas 
en el ET para títulos ejecutivos de naturaleza tributaria” y, las obligaciones impuestas o declaradas por la Agencia 
Nacional de Minería, no son de carácter fiscal, la expedición de los actos administrativos que las contienen, se realiza de 
acuerdo a los parámetros estipulados en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(Ley 1437 de 2011) y por lo tantos, su firmeza y ejecutoriedad no están supeditadas a la decisión de las demandas de 
nulidad y restablecimiento del derecho, tal como sucede con los actos administrativos que declaran obligaciones fiscales, 
cuya formación se encuentra sometida a lo dispuesto por el Estatuto Tributario. Por lo anterior, la excepción aquí 
propuesta, se declarará improcedente y se ordenará seguir adelante con la ejecución del proceso No. 35-2020, en contra 
del señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030.  

 
Así las cosas  y siguiendo este mismo lineamiento procesal una vez en firme la presente resolución por medio de la cual 
se resuelve las excepciones  se dará aplicación a lo normado en el artículo 101 numeral segundo en cuanto a la 
suspensión del proceso de cobro coactivo. 

 
 

ll. EXCEPCIÓN DE FALTA DE EJECUTORIA DEL TÍTULO.  
 
La ejecutoria del título ejecutivo, depende necesariamente de su firmeza , es decir, cuando 
contra estos nos procede recurso alguno y lo cierto es que el acto administrativo que 
declaro la caducidad del contrato RESOLUCIÓN 00545 DE 22 DE MAYO DE 2018, no está 
en firme toda vez que existen yerros en el conocimiento del interesado, en su notificación, 

 
4 Subrayado y negrilla fuera de texto original 
 
5 Sentencia del 14 de agosto de 2019. Consejo de Estado. Sección Cuarta. Exp. 23471. C.P. Julio Roberto Piza Rodríguez 
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que impidió que el señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, controvirtiera el acto 
administrativo en sede administrativa mediante los recursos de reposición y apelación 
contemplados en el artículo 74 del CPACA. Esto teniendo en cuenta los siguientes 
fundamentos facticos y de derecho:  
 
En este caso, la notificación por aviso, no se realizó conforme a las precisas instrucciones 
del Artículo 691 Del Código De Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo, ya que no indica cuales son los recursos que legalmente proceden y el 
termino de fijación NO corrió en días hábiles, es decir, que en los 5 días de fijación se 
incluyeron los días calendario 28 que correspondía al día Sábado y 29 que correspondía al 
domingo, luego la desfijación no debió hacerse el día 30 como lo indica el aviso y la 
constancia de desfijación aportada por la ANM, si no el día 1 de agosto de 2018. Lo que 
vulnera de manera evidente el principio de legalidad, transparencia, eficacia y por 
supuesto el Debido Proceso. 

 
 

En relación con la presente excepción, es preciso tener en cuenta lo establecido en el artículo 87 y 89 de la Ley 1437 de 
2011, frente a la firmeza de los actos administrativos a saber. 
 

ARTÍCULO 87. FIRMEZA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. Los actos administrativos quedarán 
en firme:  
1. Cuando contra ellos no proceda ningún recurso, desde el día siguiente al de su notificación, 
comunicación o publicación según el caso. 
2. Desde el día siguiente a la publicación, comunicación o notificación de la decisión sobre los 
recursos interpuestos.  
3. Desde el día siguiente al del vencimiento del término para interponer los recursos, si estos no fueron 
interpuestos, o se hubiere renunciado expresamente a ellos.  
4. Desde el día siguiente al de la notificación de la aceptación del desistimiento de los recursos.  
5. Desde el día siguiente al de la protocolización a que alude el artículo 85 para el silencio 
administrativo positivo 

 
 
Una vez verificadas en el expediente las actuaciones respecto de las cuales el excepcionante manifiesta su 
inconformismo, se evidencia que se fijó el aviso No. 1 para notificar la Resolución No. VSC 00545 del 22 de mayo de 2018 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA LA CADUCIDAD DEL CONTRATO DE CONCESION No. JB5-11101 Y SE 
TOMAN OTRAS DETERMINACIONES”, en el cual claramente se indica respecto de la procedencia de los recursos de ley 
e informa como plazo para interponerlos diez (10) días, así mismo se anexa copia del mencionado acto administrativo, 
dicho aviso fue fijado el día 24 de julio de 2018 a las 7:30 AM y permaneció fijado hasta el día 30 de julio a las 4:30 PM, 
cumpliendo así los cinco días hábiles de fijación, es de señalar que los días 28 y 29 de julio no fueron incluidos, como 
erróneamente lo manifiesta el excepcionante, lo anterior se obtiene de una simple operación aritmética al contabilizar como 
días hábiles 24, 25, 26, 27 y 30. 
 
De lo anterior se colige, que no le asiste razón alguna al excepcionante frente a su reproche respecto de las posibles 
falencias en cuanto a la publicación y contenido del aviso, ya que como se señaló anteriormente, se indicaron los recursos 
de ley su término para interponerlos, así como la permanencia del mismo dentro del término señalado; así las cosas, se 
dan los presupuestos de firmeza de la Resolución No. VSC 00545 del 22 de mayo de 2018, por lo cual este grupo de 
trabajo está facultado para continuar con su ejecución, lo anterior teniendo en cuenta lo establecido en el artículo No. 89 
de la ley 1437 de 2011 y el numeral 1.11 del Reglamento Interno de Recaudo de Cartera de la Agencia Nacional de 
Minería.  
 

ARTÍCULO 89. CARÁCTER EJECUTORIO DE LOS ACTOS EXPEDIDOS POR LAS AUTORIDADES. 
Salvo disposición legal en contrario, los actos en firme serán suficientes para que las autoridades, por 
sí mismas, puedan ejecutarlos de inmediato. En consecuencia, su ejecución material procederá sin 
mediación de otra autoridad. Para tal efecto podrá requerirse, si fuere necesario, el apoyo o la 
colaboración de la Policía Nacional. 
 
1.11 Ejecutoria de los actos administrativos 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr002.html#85
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De conformidad con el artículo 89 del CPACA, los actos administrativos en firme serán suficientes para 
que la Agencia Nacional de Minería, por sí misma, pueda ejecutarlos de inmediato.  
 

Por los anteriores argumentos la excepción no está llamada a prosperar 
 

En mérito de lo expuesto este Despacho,  
 

RESUELVE: 
 
 

PRIMERO: RECONOCER personería jurídica al abogado ALEJANDRO ZOLÁ SOLANO identificado con C. C.  10247030 
T. P. 178681 del C. S. J, para actuar en nombre y representación del señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, 
identificado con C. C. 10247030. 
 
 SEGUNDO: Declarar IMPROCEDENTE la excepción denominada “EXCEPCIÓN DE INTERPOSICIÓN DE DEMANDAS 
DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO O DE PROCESO DE REVISIÓN DE IMPUESTOS, ANTE LA JURISDICCIÓN 
DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, propuesta por el abogado ALEJANDRO ZOLÁ SOLANO, contra el Auto de 
Mandamiento de Pago N° 597 del 16 de octubre de 2020, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente 
providencia. 
 
TERCERO: Declarar NO PROBADA la excepción denominada “EXCEPCIÓN DE FALTA DE EJECUTORIA DEL 
TÍTULO”, propuesta por el abogado ALEJANDRO ZOLÁ SOLANO, contra el Auto de Mandamiento de Pago N° 597 del 16 
de octubre de 2020, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
CUARTO: ORDENAR SEGUIR ADELANTE CON LA EJECUCIÓN del proceso administrativo de cobro coactivo No. 135-
2020, contra el señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, identificado con C. C. 10247030, por la suma de CIEN 
MILLONES QUINIENTOS OCHENTA MIL QUINIENTOS CINCO PESOS M/CTE ($ 100.580.505), por concepto de canon 
superficiario más los intereses que se generen desde que las obligaciones se hicieron exigibles hasta la fecha de su pago 
efectivo, de conformidad con el artículo 834 del Estatuto Tributario y de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
QUINTO: DECRETAR EL AVALÚO Y EL REMATE de los bienes objeto de medidas cautelares. 
 
SEXTO: PRACTICAR la liquidación del crédito 
 
SÉPTIMO: CONDENAR en costas al ejecutado, si hubiere lugar, previa su tasación. 
 
OCTAVO: ABONAR a la deuda los títulos judiciales que se encuentren depositados y los que posteriormente llegaren al 
proceso. 
 
NOVENO: NOTIFICAR al señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, a través de su apoderado abogado ALEJANDRO 
ZOLÁ SOLANO, en la dirección electrónica aportada en el escrito de excepciones como lo establece el Estatuto Tributario. 

 
DÉCIMO: Contra la presente resolución procede el recurso de reposición, de conformidad con lo establecido en el artículo 
834 del Estatuto Tributario. 

 
Dado en Bogotá D.C a los ocho (8) días del mes de septiembre de 2022. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
AURA LILIANA PÉREZ SANTISTEBAN 

Coordinadora de Grupo de Cobro Coactivo 
 
 
Proyectó: Norman Dario sierra – Abogado Grupo de Cobro Coactivo 











































































 
 
 
 
 

Juzgado Diecisiete Administrativo Oral del Circuito de Cali 
Valle del Cauca 

 
Auto Interlocutorio Nº 058 
 
Radicación: 76001-33-33-017-2020-00017-00 

Medio de control: Controversias contractuales 

Demandante: Jorge Eugenio Correa Henao 

Demandados: Agencia Nacional Minera 

  
Santiago de Cali, dieciocho (18) de febrero de dos mil veintiuno (2021). 

 
1. Objeto del Pronunciamiento 

 
Decidir sobre la admisión, inadmisión, rechazo o remisión de la presente demanda, 
impetrada por el señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, por medio de apoderado 
judicial, en contra de la AGENCIA NACIONAL MINERA. 
 

2. Acontecer Fáctico 
 
Estudiada la demanda en comento, junto con la Resolución No. 545 del 22 de mayo de 2018 
obrante a folios 7 a 9 del expediente, observa el Despacho que en tal documento se informa 
que entre el demandante y el DEPARTAMENTO DE BOLIVAR se celebró el contrato de 
concesión No. JB5-11101 del 15 de agosto de 2008 para la exploración y explotación de un 
yacimiento de oro y de minas concesibles ubicado en la jurisdicción del municipio de Achí del 
DEPARTAMENTO DE BOLIVAR. 
 
Ahora bien, mediante el presente medio de control se pretende la nulidad de la Resolución 
No. 545 del 22 mayo de 2018, a través de la cual, la AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA 
declaró la caducidad del contrato de concesión antes señalado.     
  

3. Para resolver se considera 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, se advierte que este Despacho carece de competencia 
territorial para conocer del presente asunto. En efecto, el numeral 4º del artículo 156  del 
CPACA (ley 1437 de 2011), dispone respecto de la competencia por razón del territorio, lo 
siguiente: 
 

“Art. 156 – Para la determinación de la competencia por razón del 
territorio se observarán las siguientes reglas: (...) 4. En los 
contractuales y en los ejecutivos originados en contratos 
estatales se determinará por el lugar donde se ejecutó o debió 
ejecutarse el contrato. Si este comprendiere varios 
departamentos será Tribunal competente a prevención el que 

elija el demandante.” (se resalta) 
 

De lo expuesto se colige, que en tratándose de demandas cuya pretensión esté ligada a 
una controversia contractual –a excepción de las actuaciones precontractuales1 - , la 

                                                           
1 Toda vez que según el inciso 2º del artículo 141 del CAPACA estos actos deben demandarse a través de los 
medios de control de nulidad simple o nulidad y restablecimiento del derecho, según corresponda, razón por la 
cual le son aplicables las reglas de competencia territorial establecidas en el numeral 2º del artículo 156 
ibídem.  



misma será de conocimiento de los Tribunales o Juzgados Contencioso Administrativos del 
lugar donde se ejecutó o debió ejecutarse el  contrato; cabe resaltar que, como se advirtió 
anteriormente, el contrato de concesión que da origen al acto administrativo que aquí se 
demanda, debió ejecutarse en el Municipio de Achí en el DEPARTAMENTO DE BOLIVAR; 
motivo por el cual, son competentes por factor territorial para conocer de la presente 
demanda los Juzgados Administrativos Orales del Circuito de Cartagena (B). 
 
Debe aclararse que, si bien la parte actora presentó su demanda en ejercicio del medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho, lo cierto es que, el acto demandado, 
Resolución No. 545 del 22 de mayo de 2018 es de índole contractual y por ello, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 141 del CPACA la legalidad del mismo debe ser atacada a 
través del medio de control de controversias contractuales, pues así incluso lo ha 
establecido el Consejo de Estado2 y por ello la competencia territorial es analizada en esta 
providencia con base en éste último medio de control.    
 
Como ya se explicó, éste Despacho carece de competencia para conocer de la presente 
demanda, debido al factor territorial; motivo por el cual se hace necesario traer a colación 
el artículo 168 de la ley 1437 de 2011 que a la letra reza:  
 

“Art. 168 – En Caso de falta de jurisdicción o de Competencia, mediante 
decisión motivada el juez ordenará remitir el expediente al competente, en 
caso de que existiere, a la mayor brevedad posible (...)” 

 
En consecuencia, el juzgado Diecisiete Administrativo Oral del Circuito de Cali, 
 

R E S U E L V E: 
 

1. DECLARAR que el Despacho carece de competencia territorial para conocer del 
presente asunto y en consecuencia, REMÍTASE la presente demanda a los Juzgados 
Administrativos Orales del Circuito de Cartagena (Bolívar), para lo de su competencia, 
según lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
2. cumplido lo anterior, CANCÉLESE la radicación previa anotación en el sistema de 
información Judicial “Justicia Siglo XXI.” 

 
 

  
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
PABLO JOSÉ CAICEDO GIL  

Juez  
Dfg. 

                                                           
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, sentencia del 12 de noviembre  
de 2020, C.P. LUIS ALBERTO ÁLVAREZ PARRA. Radicación número: 11001-03-15-000-2020-01783-
01(AC). 

 



Señor  

JUEZ 17 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 

E.                                      S.                                         D. 

 

RECIBA UN CORDIAL SALUDO,  

 

DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA 

DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA 

 

ASUNTO: SOLICITUD DE ACALARACION DEL AUTO 058 DE 2021 

RADICACION: 202000017 

 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de 

Cali, portador de la tarjeta profesional numero 178.681 del C.S.J, respetuosamente me dirijo 

a su señoría, con el fin de solicitar que se aclare, sustituya o modifique el auto número 058 de 

2021 del proceso de la referencia teniendo en cuenta las siguientes consideraciones y 

fundamentos de derecho: 

 

En efecto el despacho decidió tramitar la demanda presentada por el suscrito, no como nulidad 

y restablecimiento del derecho, si no, como una acción de Controversias Contractuales, al 

respecto debo manifestar respetuosamente que si bien es cierto la génesis de la controversia 

radica en un contrato, lo cierto es que en una eventual prosperidad de las pretensiones de la 

demanda, existiría un restablecimiento automático del derecho, lo que implica en los términos 

del Parágrafo1 del artículo 137 del CPACA, que el medio de control mediante el cual debe 

tramitarse la demanda es el de Nulidad y Restablecimiento del derecho, no obstante, no me 

opongo a la decisión de su señoría de dar trámite a través del medio de control de 

controversias contractuales, toda vez que no afecta el petitorio de la demanda. 

 

Aclarado lo anterior, debo manifestarle a su señoría con el acostumbrado respeto, que si bien 

es cierto se dio aplicación del artículo 156 del CAPACA, el cual indica que se debe tramitar la 

demanda como una controversia contractual en el distrito judicial donde se celebro el contrato, 

lo cierto es que en esa misma línea el artículo 152 del CAPACA, nos indica la competencia en 

 
1 PARÁGRAFO. Si de la demanda se desprendiere que se persigue el restablecimiento automático de un 

derecho, se tramitará conforme a las reglas del artículo siguiente. 
 



primera instancia de los Tribunales Administrativos, y el numeral 242 , de esta norma establece 

como propia la competencia de esta instancia  en materia de asuntos petroleros o mineros. 

 

PRETENSIÓN: 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, y con el fin de que se eviten dilaciones en la competencia 

dispuesta por su señoría, solicito se estudien los fundamentos jurídicos de la precitada norma 

y se aclare, adicione, modifique, o precise lo relativo a la competencia, toda vez que, según la 

literalidad de la norma, y del trámite del medio de control dispuesto por su señoría, esta seria 

de los Tribunales Administrativos. 

 

Gracias por el tramite que se le de a la presente solicitud de Aclaración, 

 

 

De su señoría con toda atención,  

 

 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO 

C.C N° 16.932.489 de Cali 

T.P N° 178.681  del C.S.J 

Email C.S.J: alejandrozola@hotmail.com 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
2 24. De los que se promuevan sobre asuntos petroleros o mineros en que sea parte la Nación 

o una entidad territorial o descentralizada por servicios. 
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Juzgado 17 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali

De: Jair Zapata Angulo
Enviado el: jueves, 25 de marzo de 2021 9:35 a. m.
Para: Juzgado 17 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali
CC: alejandrozola@hotmail.com; Tecnico Sistemas Oficina Apoyo Juzgados Administrativos 

- Seccional Cali
Asunto: RV: C24452 RV: Comparto 'SOLICITUD DE ACLARACION DEL AUTO 058 DE 2021- 

202000017' con usted JUZGADO 17 ADMINISTRATIVO
Datos adjuntos: SOLICITUD DE ACALARACION DEL AUTO 058 DE 2021- 202000017.pdf

 

De: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali  
Enviado el: jueves, 25 de marzo de 2021 9:14 a. m. 
Para: Jair Zapata Angulo <jzapataan@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: C24452 RV: Comparto 'SOLICITUD DE ACLARACION DEL AUTO 058 DE 2021- 202000017' con usted JUZGADO 17 
ADMINISTRATIVO 
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DHORA STELLA RAMÍREZ 
Oficina de Apoyo Juzgados Administrativos de Cali 
Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial Cali-Valle del Cauca 

No se pude mostrar la imagen vinculada. Puede que se haya movido, cambiado de nombre o eliminado el archivo. Compruebe que el v ínculo señala al archivo y ubicaciones correctos.

 
 

De: alejandro zola <alejandrozola@hotmail.com> 
Enviado: jueves, 25 de marzo de 2021 8:36 
Para: Oficina 02 Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cali <of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: RV: Comparto 'SOLICITUD DE ACLARACION DEL AUTO 058 DE 2021- 202000017' con usted JUZGADO 17 
ADMINISTRATIVO  
  
 
 
Señor  
JUEZ 17 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 
E.                                      S.                                         D. 
 
RECIBA UN CORDIAL SALUDO,  
 
DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA 
DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA 
 
ASUNTO: SOLICITUD DE ACLARACION DEL AUTO 058 DE 2021 
RADICACION: 202000017 
 
ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, portador de 
la tarjeta profesional numero 178.681 del C.S.J, respetuosamente me dirijo a su señoría, con el fin de solicitar 
que se aclare, sustituya o modifique el auto número 058 de 2021 del proceso de la referencia teniendo en cuenta 
las siguientes consideraciones y fundamentos de derecho: 
 
En efecto el despacho decidió tramitar la demanda presentada por el suscrito, no como nulidad y 
restablecimiento del derecho, si no, como una acción de Controversias Contractuales, al respecto debo 
manifestar respetuosamente que si bien es cierto la génesis de la controversia radica en un contrato, lo cierto es 
que en una eventual prosperidad de las pretensiones de la demanda, existiría un restablecimiento automático del 
derecho, lo que implica en los términos del Parágrafo  del artículo 137 del CPACA, que el medio de control 
mediante el cual debe tramitarse la demanda es el de Nulidad y Restablecimiento del derecho, no obstante, no 
me opongo a la decisión de su señoría de dar trámite a través del medio de control de controversias 
contractuales, toda vez que no afecta el petitorio de la demanda. 
 
Aclarado lo anterior, debo manifestarle a su señoría con el acostumbrado respeto, que si bien es cierto se dio 
aplicación del artículo 156 del CAPACA, el cual indica que se debe tramitar la demanda como una controversia 
contractual en el distrito judicial donde se celebro el contrato, lo cierto es que en esa misma línea el artículo 152 
del CAPACA, nos indica la competencia en primera instancia de los Tribunales Administrativos, y el numeral 
24  , de esta norma establece como propia la competencia de esta instancia  en materia de asuntos petroleros o 
mineros. 
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PRETENSIÓN: 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, y con el fin de que se eviten dilaciones en la competencia dispuesta por su 
señoría, solicito se estudien los fundamentos jurídicos de la precitada norma y se aclare, adicione, modifique, o 
precise lo relativo a la competencia, toda vez que, según la literalidad de la norma, y del trámite del medio de 
control dispuesto por su señoría, esta seria de los Tribunales Administrativos. 
 
Gracias por el trámite que se le de a la presente solicitud de Aclaración, 
 
 
De su señoría con toda atención,  
 
 
ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO 
C.C N° 16.932.489 de Cali 
T.P N° 178.681  del C.S.J 
Email C.S.J: alejandrozola@hotmail.com 
 
Get Outlook para Android 
 



 

REPUBLICA DE COLOMBIA 

 

 

 

JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

DE CALI 

 CONSTANCIA SECRETARIAL A despacho del señor juez informando que la 

parte demandante presentó de manera extemporánea solicitud de aclaración de 

auto. A Despacho para proveer 

 

Santiago de Cali, veintinueve (29) de Abril de dos mil veintiuno (2021) 

 

OSCAR EDUARDO MURILLO AGUIRRE 

Secretario 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 
 
 
 
 

JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 
  

Auto de Sustanciación No. 165 
 
Santiago de Cali, tres (3) de agosto de dos mil veintiuno (2021). 
 
Proceso No.       76001-33-33-017-2020-00017-00 
Demandante       Jorge Eugenio Correa Henao 
Demandado        Agencia Nacional Minera 
 
Medio de Control: Controversias Contractuales  
 
Mediante auto de sustanciación No. 058 del 18 de febrero de 2021 este Despacho decidió 
remitir el presente proceso con destino a los Juzgados Administrativos de Cartagena – Bolivar, 
al considerar que el asunto debatido era de indole contractual, circunstancia que ameritaba dar 
aplicación a la regla de competencia establecida en el artículo 156-4 del CPACA, según la cual, 
en este tipo de asuntos será competente el juez con jurisdicción en el lugar donde se ejecutó o 
debió ejecutarse el contrato.  
 
La referida providencia fue notificada por estado electronico No. 007 del 18 de marzo de 
2021 y sobre la misma, el apoderado de la parte actora formuló solicitud de aclaración el 25 
de marzo de 2021 argumentando que la regla de competencia que debe emplerse en este 
asunto, es la establecida en el numeral 24 del artículo 152 del CPACA, según la modificacion 
introducida por el artículo 28 de la Ley 2080 de 2021. 
 
Al respecto, debe indicar el Despacho que conforme lo dispone el inciso 2° del artículo 285 
del Codigo General del Proceso –aplicable por remision expresa del artículo 306 del CPACA 
– la solicitud de aclaración de un auto debe formularse durante el término de ejecutoria de la 
providencia objeto de aclatración. 
 
En ese orden de ideas, se precisa que el término de ejecutoria del auto de sustanciación No. 
058 del 18 de febrero de 2021 corrió durante los días 19, 23 y 24 de marzo de esa anualidad, 
razón por la cual, la solicitud de aclaración formulada por el apoderado de la parte actora 
deviene extemporanea. 
 
Lo que viene de explicarse impone la necesidad de rechaar de plano la solicitud de aclaración 
formulada. 
  
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Diecisiete Administrativo Oral de Cali, 
 

R E S U E L V E: 
 
RECHAZAR DE PLANO la solicitud de aclaración de auto formulada por el apoderado de la 
parte demandante, según lo expuesto. 
 
 

N O T I F Í Q U E S E    Y    C Ú M P L A S E 
 

 
 

PABLO JOSÉ CAICEDO GIL 
JUEZ 

 



9/9/21 14:12 Correo: Edgardo Vidal Fabregas Cervantes - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGNjMTc3ZWUwLTE3YTQtNDA4Ni05OWNlLTAwNGViMTFlNzQwOAAQAOKs92PUy0FwuZbs7hhLIKc%3D 1/2

RV: Remite Competencia 2020-00017

Oficina Apoyo Juzgados Administrativos - Seccional Cartagena <ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 07/09/2021 10:22
Para:  Edgardo Vidal Fabregas Cervantes <efabregc@cendoj.ramajudicial.gov.co>

7 archivos adjuntos (4 MB)
Formato Indice.xlsm; 01 Demanda y anexos.pdf; 02 Auto remite demanda por competencia.pdf; 03 Solicitud de Aclaración Auto.pdf; 04 Correo Solicitud de Aclaración
Auto.pdf; 05 Constancia Aclaración Auto.pdf; 06 Auto Niega Solicitud de Aclaración.pdf;

De: Juzgado 17 Administra�vo - Valle Del Cauca - Cali <adm17cali@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Enviado: lunes, 6 de sep�embre de 2021 9:41 
Para: Oficina Apoyo Juzgados Administra�vos - Seccional Cartagena <ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Asunto: Remite Competencia 2020-00017
 
Señores
JUZGADOS ADMINISTRATIVOS ORAL DE CARTAGENA (REPARTO)
DEL VALLE DEL CAUCA (REPARTO)
Ciudad
 
REF.:   PROCESO  No. 2020-00017-00
DTE.: JORGE EUGENIO CORREA HENAO
DDO.: AGENCIA NACIONAL MINERA
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y REST. DEL DERECHO
 
En cumplimiento a lo dispuesto por el doctor Pablo José Caicedo Gil, me permito remi�rle el proceso de la referencia por competencia
 
Va constante de 6 archivos PDF
 
Atentamente,
 
OSCAR EDUARDO MURILLO AGUIRRE
Secretario Juzgado 17 Administra�vo Oral de Cali.
Av 6A Nte. # 28N-23, Edificio Goya, Piso 4to
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__________________________________________________________________________________________________________
________________________________
AVISO IMPORTANTE: Esta dirección de correo electrónico jadmin17cli@no�ficacionesrj.gov.co es de uso
único y exclusivo de envío de no�ficaciones, todo mensaje que se reciba no será leído y
automá�camente se eliminará de nuestros servidores, apreciado usuario si �ene alguna solicitud por
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Juzgado Doce Administrativo del 

Circuito de Cartagena  
SIGCMA 

 

 
INFORME SECRETARIAL 

 

Centro, Calle 32 # 10-129, 4º piso, Oficina 406  
Avenida Daniel Lemaitre, Antiguo Edificio Telecartagena  

admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Teléfono 317-7553943 

Cartagena de Indias D. T. y C. - Bolívar 
 Código FCA - 013 Versión: 03 Fecha: 13-01-2021 

 
 
 

  

 

 

Cartagena de Indias D. T. y C, nueve (09) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado 13001-33-33-012-2021-00212-00 

Demandante Jorge Eugenio Correa Henao 

Demandado Agencia Nacional Minera  

 

 

INFORME Y/O CONSTANCIA 

 

Señor(a) Juez (a), se informa que el día 09 de septiembre del 2021, siendo asignado 

a este Despacho Judicial para realizar el correspondiente examen de admisión. 

 

 

Cuadernos 1 Folios  

  

 

PASO AL DESPACHO PARA LO DE SU CARGO 

 

 

 

 
SECRETARIO  

Ultimo 

Folio 

Digitalizado 
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SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR RADICADO: 13001333301220210021200

Alejandro Zola <juridico@geojuris.com>
Mar 09/11/2021 10:01
Para:  Juzgado 12 Administrativo - Bolivar - Cartagena <admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (1 MB)
SOLICITUD DE MEDIDA CUATELAR 13001333301220210021200 ANEXOS.pdf;

Señora 
JUEZ 12 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA. 
E.                                  S.                                    
      D. 
admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 
RADICADO: 13001333301220210021200 

Demandante: JORGE EUGENIO CORREA HENAO 
Demandado: AGENCIA NACIONAL MINERA. 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número  
16.932.489 de Cali, abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P  
N° 178.681 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi  
condición de apoderado especial de  la parte Demandante, respetuosamente  
me dirijo a su señoría con el fin de solicitar se decrete una medida  
cautelar previa a la admisión de la demanda en donde se ordene a la LA  
AGENCIA NACIONAL MINERA, la suspensión provisional de los efectos del  
acto administrativo demandado, la resolución 00545 del 22 de mayo de  
2018, mediante la cual se declara la caducidad del contrato de concesión  
minero JB5 111011, en los términos del memorial adjunto. 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO 
E-mail: juridico@geojuris.com, alejandrozola@hotmail.com 
Cel: 3106639462 
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Señora 

JUEZ 12 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGENA.  

E.                                  S.                                        D.  

admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

   

SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

RADICADO: 13001333301220210021200 

 

Demandante: JORGE EUGENIO CORREA HENAO 

Demandado: AGENCIA NACIONAL MINERA. 

 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, 

abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P N° 178.681 del Consejo Superior de la 

Judicatura, obrando en mi condición de apoderado especial de  la parte Demandante, 

respetuosamente me dirijo a su señoría con el fin de solicitar se decrete una medida cautelar 

previa a la admisión de la demanda en donde se ordene a la LA AGENCIA NACIONAL MINERA, 

la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo demandado, la resolución 00545 

del 22 de mayo de 2018, mediante la cual se declara la caducidad del contrato de concesión 

minero JB5 111011. 

 

Lo anterior teniendo en cuenta, que la resolución 00545 del 22 de mayo de 2018, mediante la 

cual se declara la caducidad del contrato de concesión minero JB5 111011, es el documento que 

sirve como base de recaudo, para adelantar procesos de cobro coactivo, el cual ya inicio, según 

las comunicaciones y las medidas cautelares que pesan sobre los bienes de mi prohijado, pero 

no ha sido notificado en debida forma, al igual que como ocurrió en su momento con el acto 

administrativo o título de recaudo. Aquí es importante aclarar que al mismo tiempo que se inicio 

el proceso de cobro persuasivo, se impusieron medidas cautelares sobre los bienes del señor 

JORGE EUGENIO CORREA, quien en la actualidad no tiene otra fuente de ingresos, o 

patrimonial, distinta a los bienes objeto de embargo, en consecuencia, se encuentra bloqueado 

comercialmente. 

 

Es decir, los bienes objeto de embargo, a través del proceso de cobro coactivo, del cual 

desconocemos su contenido, son la única forma en que el señor JORGE EUGENIO CORREA, 

puede solventar sus necesidades básicas y la de su núcleo familiar, actualmente atraviesan una 

situación difícil y angustiosa, no solo por el bloqueo en si, si no  por la incertidumbre procesal de 

los trámites administrativos propios del cobro coactivo y los reiterados retrasos y yerros en que 

incurre la entidad. Muy a pesar de que mi apoderado dio su autorización para ser notificado del 

mandamiento de pago y poder ejercer en debida forma la defensa mediante las respectivas 

excepciones a las que haya lugar, a través de correo electrónico del día 21/09/2020, hasta la 

fecha no hemos recibido el contenido del mandamiento de pago, por ello no  se tienen las 

garantías necesarias, que solamente podrían ser efectivas a través de la perdida de fuerza del 

acto administrativo que sirve como titulo base de recaudo, mediante una medida cautelar que lo 

deje sin efectos, mientras se toma la decisión de fondo a través del medio de control del cual 

tiene conocimiento su honorable despacho.  

 

Nada impide a la AGENCIA NACIONAL MINERA, el remate los predios y derechos objeto de 

embargo, toda vez, que el proceso no ha terminado por pago, o por la prosperidad de alguna 

excepción, esto debido a que la entidad demandada hasta la fecha, se niega a la notificación en 

debida forma, pese a que ya existe la autorización y es claro el canal de comunicación, no han 

expuesto el mandamiento de pago. 
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Por ello si señoría, no decretar la medida cautelar solicitada, consistente en dejar sin efectos el 

acto administrativo demandado, generaría un perjuicio irremediable, e irreversible a mis 

representado, una vez extintos sus derechos de dominio sobre los bienes de los cuales deriva su 

sustento, no hay una manera legal o por lo menos expedita, para el restablecimiento se sus 

derechos.  

 

Téngase en cuenta además, la relación de los hechos consignados en la demanda y las pruebas, 

de estos se puede estimar razonablemente que la ANM, ha vulnerado los principios esenciales 

del procedimiento administrativo en sus decisiones, tramites y actos administrativos proferidos 

con vulneración del debido proceso y los principios consagrados en el artículo 3 del  CPACA y 

las prohibiciones del artículo 9 del Código en mención, entre las demás disposiciones 

constitucionales concordantes, principalmente los siguientes:  

 

ARTÍCULO  3º. Principios. Todas las autoridades deberán interpretar y 

aplicar las disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos 

administrativos a la luz de los principios consagrados en la Constitución 

Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales. 

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo 

a los principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, 

moralidad, participación, responsabilidad, transparencia, publicidad, 

coordinación, eficacia, economía y celeridad. 

 

1. En virtud del principio del debido proceso, las actuaciones administrativas 

se adelantarán de conformidad con las normas de procedimiento y 

competencia establecidas en la Constitución y la ley, con plena garantía de 

los derechos de representación, defensa y contradicción. 

En materia administrativa sancionatoria, se observarán adicionalmente los 

principios de legalidad de las faltas y de las sanciones, de presunción de 

inocencia, de no reformatio in pejus y non bis in idem. 

 8. En virtud del principio de transparencia, la actividad administrativa es del 

dominio público, por consiguiente, toda persona puede conocer las 

actuaciones de la administración, salvo reserva legal. 

  

11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los 

procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los 

obstáculos puramente formales, evitarán decisiones inhibitorias, dilaciones o 

retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 

procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho 

material objeto de la actuación administrativa. 

 

ARTÍCULO 9º. Prohibiciones. A las autoridades les queda especialmente 

prohibido: 

  

15. Entrabar la notificación de los actos y providencias que requieran esa 

formalidad. 

 

Solicito finalmente a su señoría que por cumplir esta solicitud con los requisitos establecidos en 

el artículo 231 del CPACA, se decreten las medidas cautelares de suspensión provisional de los 

efectos del acto administrativo demandado, y las que de oficio considere pertinentes. Toda vez 
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que la entidad demandada, no ofrece las suficientes garantías en ninguno de los procedimientos 

administrativos que adelanta en contra del señor JORGE EUGENIO CORREA, y esa falta de 

garantías y desconocimiento de principios puede acarrear un perjuicio irremediable.  

 

 

Debe tenerse en cuenta que la publicidad de las actuaciones administrativas son la garantía 

esencial del debido proceso, es decir el cumplimiento del primer principio, garantiza 

necesariamente el segundo y sucesivamente de este se derivan los demás, la corte constitucional 

se manifestó al respecto en sentencia T-002/19:  

 

 

NOTIFICACIÓN DE ACTO ADMINISTRATIVO-Triple función dentro de la actuación 

administrativa 

“La notificación cumple una triple función dentro de la actuación administrativa: (i) 

asegura el cumplimiento del principio de publicidad de la función pública, dado que 

mediante ella se pone en conocimiento de los interesados el contenido de las 

decisiones de la administración; (ii) garantiza el cumplimiento de las reglas del debido 

proceso en cuanto permite la posibilidad de ejercer los derechos de defensa y de 

contradicción; y (iii) la adecuada notificación hace posible la efectividad de los 

principios de celeridad y eficacia de la función pública al delimitar al momento en el 

que empiezan a correr los términos de los recursos y de las acciones procedentes” 

 

Así mismo el CONSEJO DE ESTADO se pronunció sobre la procedencia de las medidas 

cautelares en atención, entre otros derechos conculcados, irregularidades en la notificación 

por parte de la AGENCIA NACIONAL MINERA:  

 

CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCIÓN TERCERA- SUBSECCIÓN A 

Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA 

Bogotá D.C., doce (12) de febrero de dos mil dieciséis (2016) 

Radicación número: 11001-03-26-000-2014-00101-00 (51754)A 

Actor: LUIS ALFONSO ARIAS GARCÍA 

Demandado: AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA 

Referencia: SUSPENSIÓN PROVISIONAL 

 

La suspensión provisional constituye un importante instrumento de naturaleza 

cautelar, temporal y accesoria, tendiente a evitar que actos contrarios al 

ordenamiento jurídico continúen surtiendo efectos, dada la presunción de legalidad 

que los acompaña, mientras se decide de fondo su constitucionalidad o legalidad en 

el proceso donde se hubiere decretado la medida, como producto de una solicitud 

fundamentada del impugnante, que en consideración del juzgador sea procedente 

en razón de la claridad de la infracción al principio de legalidad; en consecuencia, es 

presupuesto básico de la medida que el acto esté produciendo sus efectos jurídicos 

. En este sentido, su finalidad no es otra que la de evitar, transitoriamente, la 

aplicación del acto administrativo, en virtud de un análisis provisional del mismo, 

salvaguardando los intereses generales y el Estado de derecho. (…) se deducen 

como requisitos para la procedencia de dicha medida cautelar que: i) sea solicitada 

por el demandante, ii) exista una violación que “surja del análisis del acto demandado 

y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio 

de las pruebas allegadas con la solicitud” y iii) si se trata del medio de control de 
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nulidad y restablecimiento del derecho, se acrediten, al menos de manera sumaria, 

los perjuicios que se alegan como causados por los actores. (…) en el artículo 231 

del C.P.A.C.A. la suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo 

procede por la “violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la 

solicitud que se realice en escrito separado”, mientras que en el anterior Código 

Contencioso Administrativo la suspensión provisional de actos administrativos solo 

podía examinarse a la luz de las disposiciones cuya violación se invocara dentro de 

la petición de la medida cautelar. quizá el cambio más significativo que introdujo el 

artículo 231 del C.P.A.C.A. respecto de la suspensión provisional de los actos 

administrativos es la eliminación del requisito que consistía en que, para que se 

pudiera conceder esta medida cautelar, era necesario que la norma demandada 

vulnerara la norma superior de manera manifiesta, ostensible o palmaria 

 

 

PRUEBAS 

 

Tenga en cuenta su señoría además de las pruebas aportadas en la demanda, las que a 

continuación relaciono, para que se decrete la medida cautelar solicitada:  

 

- Correo electrónico de fecha 21/09/2020, donde se Autoriza la notificación del correo 

electrónico a través del canal de comunicación acostumbrado, el correo electrónico 

jecorreahenao@hotmail.com. 

- Auto que ordena el embargo, remitido por las entidades Bancarias. 

 

 

NOTIFICACIONES Y DIRECCIONES:  

 

AGENCIA NACIONAL MINERA: 

Calle 13 A No. 100 – 35 Oficinas 201-202. Edificio Torre Empresarial. Barrio Ciudad Jardín. 

Teléfono: (572) 5190686. contactenos@anm.gov.co 

  

LOS REPRESENTADOS y EL SUSCRITO: Las Recibirán en, 

Cel: 3106639462-3022434485 –  E- mail: alejandrozola@hotmail.com, juridico@geojuris.com, 

geojurissas@gmail.com 

 

 

 

Del señor(a) Juez con toda atención,  

  

  

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO  

C.C N° 16.932.489 de Cali  

T.P N° 178.681 del C.S.J  

Email registrado en el C.S.J: alejandrozola@hotmail.com  

mailto:jecorreahenao@hotmail.com
mailto:contactenos@anm.gov.co
mailto:alejandrozola@hotmail.com
mailto:juridico@geojuris.com


RE: Notificación proceso de cobro ANM

Eugenio correa Caffe Postal <jecorreahenao@hotmail.com>
Lun 21/09/2020 14:02
Para:  Información ANM <informacion@anm.gov.co>

Como es de su conocimiento la dirección electrónica jecorreahenao@hotmail.com, siempre ha sido el medio de
comunicación y no�ficación de los procesos y actos administra�vos del proceso de referencia, confirmo entonces
nuevamente la dirección jecorreahenao@hotmail.com, como canal digital o medio idóneo para no�ficaciones y
comunicaciones en general.

jorge eugenio correa henao
cc 10247.030

De: Información ANM <informacion@anm.gov.co> 
Enviado: viernes, 18 de sep�embre de 2020 7:46 p. m. 
Para: jecorreahenao@hotmail.com <jecorreahenao@hotmail.com> 
Asunto: No�ficación proceso de cobro ANM
 

Buen día, señor (a) JORGE EUGENIO CORREA HENAO,  
  
La presente comunicación �ene como objeto informar que en el Grupo de Cobro Coac�vo de la ANM cursa un proceso por
obligaciones del Título(s) Minero(s), JB5-11101, por lo anterior, se hace necesario confirmar o actualizar la cuenta de correo
electrónico que usted �ene registrada en la plataforma ANNA Minería, la cual, bajo los preceptos legales aplicables, será usada
como canal de comunicación y no�ficación exclusivo para temas de interés, decisiones administra�vas y requerimientos asociados
a su solicitud o �tulo minero. 
Queremos contar con su aprobación o actualización, dando clic a con�nuación: 
  
AUTORIZACIÓN NOTIFICACIÓN POR CORREO ELECTRÓNICO 
  
Yo 10247030  iden�ficado con la C.C./NIT 10247030 y de conformidad con lo establecido ley 1437 del 2011, solicito y acepto que
se me no�fique o comunique cualquier decisión o requerimiento por medio del siguiente correo electrónico
jecorreahenao@hotmail.com, con relación al proceso por obligaciones del Título(s) Minero(s), JB5-11101  
 

En los términos del ar�culo 83 de la Cons�tución Polí�ca de Colombia, en virtud del cual “Las actuaciones de los par�culares y de
las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las ges�ones que aquellos
adelanten ante éstas”, en consuno con lo consagrado en el ar�culo 16 de la Ley 527 de 1999 conforme con la cual se en�ende que
el mensaje de datos proviene del iniciador cuando sea enviado por él mismo, se en�ende que la autorización dada mediante el
presente mensaje de datos ha sido manifestada por la persona natural correspondiente o por el representante legal de la persona
jurídica que �ene la facultad de efectuar actos jurídicos en nombre de esta. 

La no�ficación se entenderá sur�da en los términos previstos en el ar�culo 21 de la Ley 527 de 1999 

En la ANM trabajamos por una #MineríaConValorAgregado 

http://email.masivapp.com/ls/click?upn=BJGBJ7DUdQ20F1X4UUBkfe1Cgis6SbltrcaEkfhVHCKMwl-2BWE-2FSu-2BgMjMQPuFJ7Y3GY-2FSS5iv4oLNZ-2B9aSm4obJMyc2nav6p3SksbMcRwrSsS-2FaNBReiNNpektOlYRtxIRHHDDis40QXCpZF5845ZTwfyULrK-2FeKfmo0RCqNxRJG2czvhXnOV3Ge7l7HdVQmp4-0_rrmob2gawHcrjeS1xXc9PFIU3Ckk3Eul9JFoAZYN6Ul0g5duu4-2FCqlcWp4QUGCdYVcuasjeV3t9Vpdc8b-2FuZWPew8UZ-2BoGZN8T-2FHK9S4kownW3UhMmd3Zy5jsUboHfAC3r3kAaJEsNtUg0iKC7kd-2FxHXUebUiltLfRMnxuur9EE-2FnWjnKXFhd2sq7-2Fvb9tZmpkfudfONeMG-2BHKTawYcVYLTAyEyFIU1pnu7JqwKZMP66MuOkuicWGFI4LvUCqzbNi-2F-2FxEelfwrfYk4dK3swh4tGgnKgnDUkVhYLJclbS7iOsNnF1HRwnLrxUN-2BFniVPNG-2BLRtGG8V8BDoQP-2F8o-2FmEZbkVuhM-2FzXOL53HSXA59UlbliLQehnVDxl-2BSijyB7-2FI66fY7JRIfjr2-2BynBR8OJUtocaOaJcRBAJHVkKx4dqySfXp5Wc-2BTKGKd6Y9qnFI0uxNBPkX5sGmb9i9kqob4M1JVOTJElm5DDOzjRyR8UPxrBFAJ-2BlW63V0H0LnO9uyOFfiH6DzsRU4RMJ-2Bt4BpTPHMo8h8QTp6zN2yXrYRHeOpTiP4bBrOHpaJ6e6F1iy-2FhK


 
If you would like to unsubscribe and stop receiving these emails click here .

http://email.masivapp.com/wf/unsubscribe?upn=t0JaVSjtBjI5ujfyu9HGZk84URIDbDSETZ9rjysG7awbXjPvwGjDci-2FGCVWnfnTR85GIvInX4Mal9sR6EtD6xxaFzzQcjtNE-2F01hOASxxQXrD9ICWwntQViNaAIiAzQVDZ6bqqRtuOGVXPPIlu0VUNNd4lOoBMGQEMVqCHhwBHMqjaohD44UWsPpFNM-2FTLA2emOrdNxAuqhC7ZLYq2tWGswI5udGe5-2FUzw2VRon1-2F-2FpYhj-2FRf7P-2F4chLsC3OxrWXghSOozVq-2FUYq0BqncpCln-2FMnibNEwNkT810oYXrLZd9-2FtfBs3Vt-2Fisf7ytlBwA6tduYArsKx-2BhsqoSmuR6Q4LqqEy-2F51-2Bnz8BzEyTYJNqqJtfwZ-2FQuxgmVq7fT8hvdWGq52V0KIWCvVGRYvnYLxGwp0T-2F05m-2F-2BzwDlljdqi9v5LMz-2B6AXJW6SPJ3qTzyZn-2B2cw58fr9r41Vd6FWWN7-2BIsfEiLCPIDt3LzzRG7BTPXjd7evat146lpxbs6JWiV4TEDd1wx87nOa9T-2BzaCzhZpvLxAMF1qs1804EduWZvSTFGe4QG9mz803ka6wqxN7dUSDaOK5XHwEeidgyDViZtyiw-3D-3D
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Cartagena de Indias D. T. y C, nueve (09) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado 13001-33-33-012-2021-00212-00 

Demandante Jorge Eugenio Correa Henao 

Demandado Agencia Nacional Minera  

 

 

INFORME Y/O CONSTANCIA 

 

Señor(a) Juez (a), se informa que el día 09 de noviembre del 2021, se recibió 

memorial solicitando medida, pasa el Despacho para realizar el correspondiente 

examen de la solicitud. 

 

 

Cuadernos 1 Folios  

  

 

PASO AL DESPACHO PARA LO DE SU CARGO 
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Digitalizado 
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IMPULSO PROCESAL - SOLICITANDO ADMISIÓN RADICADO: 1300133330122021002120

Alejandro Zolá <alejandrozola@hotmail.com>
Mar 01/03/2022 11:59
Para:  Juzgado 12 Administrativo - Bolivar - Cartagena <admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co <memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Oficina Apoyo Juzgados
Administrativos - Seccional Cartagena <ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Señora 
JUGADO 12 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE CARTAGENA  
admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co,
ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
E.                                  S.                                          D.  
 
Respetada Doctora, reciba un cordial saludo,  
  

ASUNTO: IMPULSO PROCESAL - SOLICITANDO ADMISIÓN 
 

RADICADO: 13001333301220210021200 
 
DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA 
DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA  
 
ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, abogado en
ejercicio e inscrito, portador de la T.P N° 178.681 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi condición de
apoderado especial de la parte Demandante, respetuosamente me dirijo a su señoría, con el fin de dar impulso al
proceso y solicitar que se admita la demanda y se surtan los demás trámites, en los términos del memorial adjunto. 
 

mailto:admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


Señora 

JUGADO 12 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE CARTAGENA  

admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

E.                                  S.                                          D.  

 

Respetada Doctora, reciba un cordial saludo,  

  

ASUNTO: IMPULSO PROCESAL - SOLICITANDO ADMISIÓN  

 

RADICADO: 13001333301220210021200 

 

DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA 

DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA  

 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, 

abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P N° 178.681 del Consejo Superior de la Judicatura, 

obrando en mi condición de apoderado especial de la parte Demandante, respetuosamente me dirijo a su 

señoría, con el fin de dar impulso al proceso y solicitar que se admita la demanda y se surtan los demás 

tramites pertinentes, toda vez que desde el día 09 de noviembre de 2021, está a despacho en estudio su 

admisión.  

 

Téngase en cuenta que se han sustanciado procesos con radicados anteriores al del caso en cuestión, 

según se observa en los estados del 25 de febrero de 2022 y de 01 de marzo de 2022. 

 

  

Del señor(a) Juez con toda atención,  

  

  

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO  

C.C N° 16.932.489 de Cali  

T.P N° 178.681 del C.S.J  

Email registrado en el C.S.J: alejandrozola@hotmail.com  

mailto:admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Centro, Calle 32 # 10-129, 4º piso, Oficina 406  
admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Cartagena de Indias D.T. y C. - Bolívar 
 Código FCA - 001 Versión: 03 Fecha: 13-01-2021 

Cartagena de Indias D. T. y C., veinticuatro (24) de marzo de dos mil veintidós 
(2022) 
 
Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho   
Radicado 13001-33-33-012-2021-00212-00 
Demandante Jorge Eugenio Correa Henao 
Demandado Agencia Nacional Minera- ANM   
Asunto Remite por competencia 
Auto Interlocutorio No. 248 

 
I. PRONUNCIAMIENTO 

 
Corresponde a este Despacho decidir sobre la admisión de la demanda instaurada 
en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho por el 
señor JORGE EUGENIO CORREA HENAO, a través de apoderado judicial, en 
contra de la AGENCIA NACIONAL MINERA- ANM, a efectos de que se declare la 
nulidad de la Resolución No. 00545 de 22 de mayo de 2018, mediante la cual se 
declaró la caducidad del contrato de concesión No. JB5-11101. 
 

II. ANTECEDENTES 
 
En virtud del reparto efectuado por la Oficina de Servicios de los Juzgados 
Administrativos de este Circuito, le corresponde a este Despacho Judicial el 
conocimiento de la presente demanda, remitida por el Juzgado Diecisiete 
Administrativo Oral del Circuito de Cali, Valle del Cauca, atendiendo a la falta de 
competencia territorial para conocer del asunto.  
 

III. CONSIDERACIONES  
 
Se advierte que lo pretendido por el demandante en el caso en estudio, es la nulidad 
de la Resolución No. 00545 de 22 de mayo de 2018, mediante la cual se declaró la 
caducidad del contrato de concesión minera No. JB5-11101. 

Ahora bien, frente a la competencia para dirimir controversias sobre contratos de 
concesión minera el H. Consejo de Estado ha precisado lo siguiente1:  
 

“4. Naturaleza jurídica del contrato de concesión minera  
 
Con la expedición de la Ley 80 de 1993, se adoptó un criterio orgánico en la 
definición de la naturaleza jurídica del contrato estatal. Según dicho criterio, 

 
1 11 de marzo de 2019-CONSEJO DE ESTADO -SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO -
SECCIÓN TERCERA -SUBSECCIÓN A -Consejera ponente: MARÍA ADRIANA MARÍN -Bogotá, 
D.C.,Radicación número: 15238-33-33-000-2018-00118-01(61526)  
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“siempre que la parte contratante de la relación negocial sea una entidad 
estatal, independientemente de las normas para la selección de los 
contratistas y de los poderes que la entidad tenga, será contrato estatal”.  
 
Así lo ha reconocido esta Corporación, entre otros, en providencia del 12 de 
mayo de 2014, en la que se señaló: 
 
(…) la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la naturaleza del 
contrato no depende de su régimen jurídico, habida cuenta de que la normativa 
vigente prohijó un criterio eminentemente subjetivo u orgánico para efectos de 
determinar la condición de estatal del vínculo negocial; en el anotado sentido 
se ha pronunciado la Sección Tercera de esta Corporación:  
 
`De este modo, son contratos estatales `todos los contratos que celebren las 
entidades públicas del Estado, ya sea que se regulen por el Estatuto General 
de Contratación Administrativa o que estén sujetos a regímenes especiales´, 
y estos últimos, donde encajan los que celebran las empresas oficiales que 
prestan servicios públicos domiciliarios, son objeto de control por parte del juez 
administrativo, caso en el cual las normas procesales aplicables a los trámites 
que ante éste se surtan no podrán ser otras que las del derecho administrativo 
y las que en particular existan para este tipo de procedimientos, sin que incida 
la normatividad sustantiva que se le aplique a los contratos´.  
 
De conformidad con lo anterior, se tiene entonces que en el marco del 
ordenamiento vigente la determinación de la naturaleza jurídica del contrato 
radica en el análisis particular respecto del tipo de entidad que lo celebra, sin 
importar el régimen legal que le deba ser aplicable.   
 
En aplicación del criterio legal y jurisprudencial al que se ha hecho alusión, 
resulta claro que los contratos de concesión minera celebrados en vigencia de 
la Ley 685 de 2001 -Código de Minas-, son contratos estatales. Esto, por 
cuanto son celebrados entre la entidad estatal que funge como autoridad 
minera y tiene a su cargo la administración de los recursos naturales no 
renovables yacentes en el subsuelo -concedente- y el particular que fungirá 
como titular minero -concesionario-.  
 
En torno a la determinación de la autoridad minera, el artículo 317 de la Ley 
685 de 2001 establece: 
  
Cuando en este Código se hace referencia a la autoridad minera o concedente, 
sin otra denominación adicional, se entenderá hecha al Ministerio de Minas y 
Energía o en su defecto a la autoridad nacional, que de conformidad con la 
organización de la administración pública y la distribución de funciones entre 
los entes que la integran, tenga a su cargo la administración de los recursos 
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mineros, la promoción de los aspectos atinentes a la industria minera, la 
administración del recaudo y distribución de las contraprestaciones 
económicas señaladas en este Código, con el fin de desarrollar las funciones 
de titulación, registro, asistencia técnica, fomento, fiscalización y vigilancia de 
las obligaciones emanadas de los títulos y solicitudes de áreas mineras.   
 
El Despacho resalta que los contratos de concesión minera siempre son 
suscritos por la entidad estatal que cumple la función de autoridad minera, 
puesto que la Constitución Política de 1991 le reconoció expresamente al 
Estado su condición de único propietario del subsuelo y de los recursos 
naturales no renovables (art. 332 Constitucional) y es esta entidad la única 
autorizada para entregar en concesión la explotación económica de dichos 
recursos.  
 
En lo que tiene que ver con el contrato de concesión minera GB2-093, se tiene 
que fue suscrito entre el Instituto Colombiano de Geología y Minería – 
INGEOMINAS y el señor Luis Alberto Benavides Cetina y cedido 
posteriormente a la señora Elsa Viviana Carvajal Sánchez. En este caso, quien 
fungía como autoridad minera al momento de la suscripción del contrato era 
INGEOMINAS, en atención a que mediante Decreto 252 de 2004 se dispuso 
su reestructuración administrativa y se le asignó dicha función.” 
 
(…) 

 
En un asunto semejante al que ahora se analiza, relativo a la definición del 
juez natural de un asunto minero contractual, esta Corporación, mediante auto 
del 25 de octubre de 2018, señaló:  
 
1. El artículo 293 de la Ley 685 de 2001 establece que los asuntos 
referentes a los contratos de concesión de exploración y explotación de 
minas son de competencia de los tribunales administrativos con 
jurisdicción en el lugar de su celebración en primera instancia.  
 
A su vez, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 295 de la Ley 685 de 2001, 
la Sala tiene determinado que cualquier otro medio de control distinto de 
controversias contractuales sobre asuntos mineros y, donde una de las 
partes sea una entidad estatal nacional, es de competencia del Consejo 
de Estado en única instancia.  
 
(…)”.  
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Así mismo precisó2:  

“En relación con los conflictos de validez temporal - como se deriva en el caso sub-
lite– la legislación vinculante, se encuentra contenida en los artículos 1 y 2 de la ley 
153 de 1887, y el 10 del Código Civil, subrogado por la ley 57 de 1887. Las normas 
referidas rezan textualmente:  
 

“ARTÍCULO 1. Siempre que se advierta incongruencia en las leyes, ú 
ocurrencia oposición entre ley anterior y ley posterior, ó trate de establecerse 
el tránsito legal de derecho antiguo á derecho nuevo, las autoridades de la 
república, y especialmente las judiciales, observarán las reglas contenidas en 
los artículos siguientes.  

“ARTÍCULO 2. La ley posterior prevalece sobre la ley anterior. En caso de que 
una ley posterior sea contraria a otra anterior, y ambas preexistentes al hecho 
que se juzga, se aplicará la ley posterior. 

(…) 

“ARTÍCULO 10. Subrogado por el artículo 5 de la ley 57 de 1887. Cuando haya 
incompatibilidad entre una disposición constitucional y una legal, preferirá 
aquélla. 

Si en los Códigos que se adoptan se hallaren algunas disposiciones 
incompatibles entre sí, se observarán en su aplicación las reglas siguientes: 

Si en los Códigos que se adoptan se hallaren algunas disposiciones 
incompatibles entre sí, se observarán en su aplicación las reglas siguientes: 

2) Cuando las disposiciones tengan una misma especialidad o generalidad, y 
se hallen en un mismo Código, preferirá la disposición consignada en artículo 
posterior; y si estuvieren en diversos Códigos preferirán, por razón de éstos, en 
el orden siguiente: Civil, de Comercio, Penal. Judicial, Administrativo, Fiscal, de 
Elecciones, Militar, de Policía, de Fomento, de Minas, de Beneficencia y de 
Instrucción Pública.” (Negrillas adicionales).” 

Como se desprende de las normas trascritas, existen tres criterios para 
solucionar los conflictos de normas: i) el criterio jerárquico o de primacía, según 
el cual la norma superior prima sobre la inferior (v.gr. la ley estatutaria del 
derecho de petición (vs) una la ley 1437 de 2011), ii) el criterio cronológico, que 
reconoce la prevalencia de la norma posterior sobre la anterior (v.gr. la ley 1437 
de 2011 (vs) el Decreto - ley 01 de 1984), y iii) el criterio de especialidad, según 
la cual la norma especial prima sobre la general, inclusive cuando esta última 
sea posterior (v.gr. la ley 1437 de 2011 (vs) la ley 1564 de 2012). 

Ahora bien, la norma especial es aquella que regula de manera particular y 
específica una situación, supuesto o materia concreta que, de no estar allí 
contenida, tendría que ser resuelta por las disposiciones más generales (v.gr. 
los temas tributarios). 

 
2 13 de febrero de 2014, CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA 
SALA PLENA Consejero ponente: ENRIQUE GIL BOTERO, Radicación número: 11001-03-26-000-2013-00127-00(48521) 
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Por lo tanto, era necesario que se fijara el contenido y alcance de las disposiciones 
del Código de Minas, lo cual realizó la Sala Plena del Consejo de Estado al 
pronunciarse en los siguientes términos:  

“En términos coincidentes, el artículo 295 de la Ley 685 de 2001 dispone que 
el Consejo de Estado conoce de las acciones referentes a controversias 
sobre temas mineros, cuando en ella sea parte la Nación o una entidad 
del orden nacional, siempre que se trate de causas diferentes a las que 
se suscitan en los contratos de concesión minera las cuales son 
competencia de los tribunales administrativos en primera instancia. 
(…)3” (Resaltado fuera de texto original) 

La ley 1437 de 2011 es una normativa ordinaria general y posterior que: i) al no 
suprimir o modificar formalmente (expresa o tácitamente) la anterior (Código de 
Minas), ii) al no contener disposiciones incompatibles con la ley 685 de 2001, y iii) 
al guardar silencio sobre el tema correspondiente a la competencia en materia 
minera, no modificó, subrogó, ni derogó la ley ordinaria especial y previa, es decir, 
se insiste, la ley 685 de 2001, actual Código de Minas. 

Por lo tanto, si un medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho o 
cualquier otro distinto del de controversias contractuales que se promuevan y 
relacionen inescindiblemente sobre un asunto minero y donde una de las partes sea 
una entidad estatal nacional, la competencia está determinada por los preceptos 
contenidos en la ley 685 de 2001, por ser la norma especial que regula la materia, 
máxime que la ley 1437 de 2011, que es posterior, guardó silencio sobre este tópico 
en particular, aunado al hecho que no es posible concluir, desde ningún punto de 
vista - ya que no existe norma o fundamento que así lo afirme– que la legislación 
posterior es siempre mejor que la anterior o que una norma posterior deroga en 
todos los eventos a la anterior”. 

De conformidad con lo expuesto, a juicio de este despacho judicial, teniendo en 
cuenta que la parte actora plantea un litigio que se derivó de la declaración la 
caducidad de un  contrato estatal, cuyo objeto era la explotación minera, el estudio 
del acto administrativo que se pretende anular deberá efectuarse en el marco 
contractual  de la actividad minera.  

Así mismo, de acuerdo con las pruebas allegadas, el contrato de concesión No. 
No.JB5-11101 que origina la presente controversia se celebró en la ciudad de 
Cartagena (acápite fundamentos de derecho y hechos de la demanda), motivo por 
el cual se ordenará remitir el asunto de la referencia al H. Tribunal Administrativo  
de Bolívar. 

 
En mérito de lo expuesto, este Despacho Judicial, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: REMITIR al H. Tribunal Administrativo de Bolívar la demanda de la 
referencia, para su conocimiento, presentada bajo el medio de control de Nulidad y 
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Restablecimiento del Derecho, instaurado por el JORGE EUGENIO CORREA 
HENAO, a través de apoderado, en contra de la AGENCIA NACIONAL MINERA- 
ANM, de conformidad con lo expuesto.  
 
SEGUNDO: COMUNICAR la presente decisión al Juzgado Diecisiete Administrativo 
Oral del Circuito de Cali -Valle del Cauca-, para su conocimiento. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

SANDRA MILENA ZÚÑIGA HERNÁNDEZ 
Jueza  



Firmado Por:

 

 

Sandra   Milena Zuñiga   Hernandez

Juez

Juzgado Administrativo

012

Cartagena - Bolivar
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Juzgado 12 Administrativo - Bolivar - Cartagena <jadmin12ctg@notificacionesrj.gov.co>
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Para:  alejandrozola@hotmail.com <alejandrozola@hotmail.com>; Juzgado 17 Administrativo - Valle Del Cauca - Cali
<adm17cali@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  Karol Maria Herrera Chamorro <kherrerc@cendoj.ramajudicial.gov.co>

EN CUMPLIMIENTO A LO ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 175 PARAGRAFO 2° DEL CPACA, MEDIANTE EL
PRESENTE MENSAJE DE DATOS SE LE COMUNICA, QUE SE ENCUENTRA PUBLICADO ESTADO No. 025 DE FECHA
25/03/2022

Para tal efecto EL TRASLADO ELECTRÓNICO SEÑALADO PUEDE CONSULTARSE EN LA PÁGINA WEB DE LA RAMA
JUDICIAL. 
 
AVISO No. 1: Se agradece que en la respuesta que remita a este Despacho se señale con claridad el juzgado,
referencia del expediente y el número de oficio si es del caso. 
  
AVISO No. 2: Esta dirección de correo electrónico, es de uso único y exclusivo de envío de MENSAJE DE
DATOS conforme al ar�culo 201 del C.P.A.C.A., todo mensaje que se reciba no será leído y automá�camente se
eliminará de nuestros servidores.       
  
  
ATENTAMENTE, 
  
ROBER CÁRDENAS MORÉ 
SECRETARIO 

 

Centro, Avenida Daniel Lemaitre Calle 32 # 10-129, 4º piso Edificio Antiguo Telecartagena
E-mail: admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co - Teléfono 317-7553943 
Cartagena de Indias D.T.C.- Bolívar

mailto:admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co


Señora 

JUGADO 12 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE CARTAGENA  

admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co, 

ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

E.                                  S.                                          D.  

 

Respetada Doctora, reciba un cordial saludo,  

  

ASUNTO: RENUNCIA A TÉRMINOS DE EJECUTORIA   

 

RADICADO: 13001333301220210021200 

 

DEMANDANTE: JORGE EUGENIO CORREA 

DEMANDADO: AGENCIA NACIONAL MINERA  

 

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO identificado con cedula de ciudadanía número 16.932.489 de Cali, 

abogado en ejercicio e inscrito, portador de la T.P N° 178.681 del Consejo Superior de la Judicatura, 

obrando en mi condición de apoderado especial de la parte Demandante, respetuosamente me dirijo a su 

señoría, con el fin de manifestar que estamos conformes con lo resuelto en el auto interlocutorio 248 de 

Marzo de 2022, y así mismo renunciamos a los términos de ejecutoria de esta providencia y a los recursos.   

 

Lo anterior, con el fin de que se surta la remisión al Honorable Tribunal Administrativo de Bolívar, en el 

menor tiempo posible, teniendo en cuenta que con urgencia se requiere la aplicación de la medida cautelar 

con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  

 

Gracias por el tramite a esta solicitud,  

 

  

Del señor(a) Juez con toda atención,  

  

  

ALEJANDRO ZOLÁ LOZANO  

C.C N° 16.932.489 de Cali  

T.P N° 178.681 del C.S.J  

Email registrado en el C.S.J: alejandrozola@hotmail.com  

mailto:admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:memojuzadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:ofapoyojadmcgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Cartagena de Indias D. T. y C., veintiocho (28) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

     Oficio No: 0046 

             

Doctora: 

LUZ MARINA VARELA GUERRA 

JEFE OFICINA DE APOYO JUZGADOS ADMINISTRATIVOS DE CARTAGENA 

E.S.D 

 

 

Asunto: Remisión de proceso para que se efectué reparto ante el Tribunal 

Administrativo de Bolívar por competencia.  

 

Medio de control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Radicado 13001-33-33-012-2021-00212-00 

Demandante Jorge Eugenio Correa Henao  

Demandado Agencia Nacional  Minera -ANM 

 

Cordial Saludo, 

 

Muy comedidamente, se remite proceso a la oficina de reparto de los Juzgados 

Administrativos de Cartagena, para que se realice el reparto ante el Honorable 

Tribunal Administrativo de Bolívar por falta de competencia. Se agradece una vez 

se realice reparto se remita acta de reparto a este Despacho Judicial. 

 

Agradezco su colaboración.   

 

  

 

Atentamente, 

  

 

ROBER CÁRDENAS MORÉ 

Secretario 

 

 

 

mailto:admin12cgena@cendoj.ramajudicial.gov.co
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